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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	TERCERA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE: 799/2021.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECCIÓN GENERAL DE GOBERNACIÓN DE LA SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO DE SAN LUIS POTOSÍ E INSPECTOR ADSCRITO JOSÉ ELIAS ANGUIANO MENDOZA.

	MAGISTRADO: JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: AUSTREBERTO REGIL GONZÁLEZ


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veinte de junio de dos mil veintidós.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 799/2021, promovido por la Licenciada **********, como apoderada jurídica de la persona moral denominada: “**********”, contra actos de la Dirección General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, e inspector adscrito José Elías Anguiano Mendoza.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el 10 diez noviembre de 2021 dos mil veintiuno, la Licenciada **********, como apoderada jurídica de la persona moral denominada: “**********”, contra actos de la Dirección General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, e inspector adscrito José Elías Anguiano Mendoza, y por el acto consistente en la resolución de fecha 23 veintitrés de septiembre de 2021 dos mil veintiuno, derivado de la Orden de Visita, Vigilancia y Verificación número SGG-DGG-SA-OI-02-0495-2021, y el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación número SGG-DGG-SA-AC-03-0495-2021.
En auto del 18 dieciocho de noviembre de dos mil veintiuno se admitió la demanda. Las Autoridades Demandadas fueron debidamente notificadas y emplazadas.

2.- Con escrito presentado el 17 diecisiete de diciembre de 2022, la Autoridades Demandadas dieron contestación a la demanda.
En auto del 11 once de enero de dos mil veintidós, se admitió la contestación de la demanda, y se otorgó a la Parte Actora plazo para ampliar la demanda, se admitieron las pruebas ofertadas por las partes, requiriendo se a la Parte Actora la exhibición de la documental relativa a la Licencia de funcionamiento con autorización para venta de bebidas alcohólicas de baja graduación.

3.- Con escrito presentado el 16 dieciséis de febrero de 2022 dos mil veintidós, la Parte Actora amplió la demanda.
En auto del 1 uno de marzo de 2022 dos mil veintidós, se admitió la ampliación de demanda. Las Autoridades Demandadas fueron debidamente notificadas y emplazadas.
4.- Con escrito presentado el 29 veintinueve de marzo de 2022 dos mil veintidós, las Autoridades Demandadas contestaron la ampliación de la demanda.

En auto del 5 cinco de abril de 2022 dos mil veintidós, se admitió la contestación de la ampliación de la demanda, así como de las pruebas ofertadas en la ampliación de demanda y la correlativa contestación, y se fijaron las 09:00 nueve horas del 4 cuatro de mayo de 2022 dos mil veintidós, para la celebración de la audiencia final.
2.- A las 09:00 nueve horas del 4 cuatro de mayo de 2022 dos mil veintidós, se dio inicio a la audiencia final, sin asistencia de las Partes; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su naturaleza y se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; después en la etapa de alegatos se dio cuenta con el escrito de las Autoridades Demandadas, por lo que se les tuvo por hechas las manifestaciones respectivas, y se hizo constar que la Parte Actora no hizo manifestaciones, y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y  7 fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por tratarse de una controversia de carácter administrativo, suscitada entre un particular y una y la Dirección General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno del Poder Ejecutivo del Estado derivado de un procedimiento administrativo de inspección y vigilancia, en donde se impuso una sanción a la Parte Actora, respecto de la cual, los citados preceptos le confieren competencia.
SEGUNDO.- La personalidad de la Licenciada **********, como apoderada jurídica de la persona moral denominada: “**********” se encuentra plenamente acreditada en términos de los artículos 218 y 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la documental consistente en copia certificada del instrumento trece mil seiscientos cuarenta y tres, del libro trescientos sesenta y ocho, del protocolo de la Notaría Pública 250 dos cientos cincuenta del Distrito Federal, pasada ante la fe del Licenciado Antonio López Aguirre.

En el caso, el interés jurídico de la Parte Actora, se encuentra plenamente acreditado con la documental en donde consta el acto impugnado, en relación con recibo de entero número AB1733517, de las que se desprende con claridad, que se impuso una multa en perjuicio del propietario del establecimiento ubicado en **********, de la Colonia Industrial Aviación, cuya licencia de funcionamiento está a nombre de la moral denominada “**********”, según se obtiene del recibo de pago del refrendo.
Por su parte, el C. José Concepción Gallardo Martínez  acreditó su personalidad como Director general de Gobernación, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor, mismo que es visible en la foja 48 cuarenta y ocho del expediente en que se actúa.
A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
TERCERO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En el presente caso, no hay causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.
Por su parte, las Autoridades Demandadas al contestar la ampliación de la demanda, solicitaron el sobreseimiento del juicio, al considerar que había quedado sin materia en razón de la que la persona con quien se entendió la diligencia, efectuó el pago de la multa impuesta.
Al respecto se debe decir, que la causal de sobreseimiento invocada resulta infundada, en razón de que la Parte Actora, “**********”, no fue quien efectuó el pago de la sanción impuesta, ya que así se acredita con el recibo de pago, que exhibieron las Autoridades Demandadas, pues de la copia certificada que obra a fojas 119 ciento diecinueve del expediente en que se actúa, ya que se encuentra expedido a nombre de persona diversa, además de que no está relacionada a la sanción impuesta en la resolución impugnada, ya que las referencia a “deposito lobo” y “Acta de inspección  N° 0495/2021”, son asientos manuscritos, adicionados, y que no forman parte integrante del recibo de pago expedido por la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado.
En ese orden de ideas, el pago ni siquiera puede ser atribuido a la Parte Actora, y menos vincularlo a la resolución impugnada, por consiguiente resulta ineficaz para considerar que puede llegar a dejar sin materia el presente Juicio Contencioso Administrativo.
De lo anterior, se sigue lo infundado de la causal de sobreseimiento invocado.
CUARTO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo se integra en las posturas divergentes de las partes, que se concretan en lo siguiente.

En la demanda y la ampliación de la demanda, en los conceptos de impugnación, la Parte Actora plantea cuatro argumentos a saber:
a) Que niega lisa y llanamente la existencia de la Orden de Visita número SGG-DGG-SA-OI-02-0495-2021, y el Acta de número SGG-DGG-SA-AC-03-0495-2021, así como los demás actos derivados de ellas, y que dieron origen a la imposición de la multa;
b) Que la resolución impugnada no está debidamente fundada y motivada, en cuanto a la delegación de facultades a los inspectores, así como en lo que se refiere a la competencia materia y territorial para sancionar a la persona moral Actora;

c) Que la orden de visita fue emitida en violación a los artículos 164 fracciones I, II, V y VI y 165 fracciones I y II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, así como el artículo 36 fracciones I y II de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, ya que no cuenta con fecha cierta de su emisión, al haberse reservado un espacio en blanco para la fecha de su expedición, mismo que fue llenado con posterioridad, o bien puesto después de que se imprimió dicha orden, ya que no corresponde al mismo tipo de letra, por consiguiente la sanción de multa impuesta a la Parte Actora, es ilegal ya que deviene de una acto viciado de origen;
d) Que el acta de inspección deviene ilegal, en razón de que acorde a lo que dispone el artículo 36 fracción IV inciso e) y f) de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, que establecen la obligación de que se nombren dos testigos de asistencia por parte del visitado, y ante su negativa, le corresponde a la autoridad nombrar a los dos testigos de asistencia, sin embargo en el caso se nombró un solo testigo de asistencia, que además es uno de los autorizados a llevar a cabo la orden de inspección, por lo cual la multa impuesta deviene de un acto viciado de origen.
Por su parte, las Autoridad Demandada sostienen la legalidad del acto impugnado, al efecto en la contestación de la demanda refutan los conceptos de impugnación, con lo argumentos siguientes:
a) Que la orden de visita y el acta de inspección si existen, que de dichas constancias se acompañan a la contestación de la demanda, de donde se obtiene que si existen dichos actos, que la diligencia se entendió con el encargado del establecimiento, a quien se notificó la orden de visita, se entregó el original, y que firmó el acta de visita respectiva;

b) Que la resolución si está debidamente fundada y motivada, ya que el Director General de Gobernación del Estado tiene competencia en todo el Estado de San Luis Potosí, para hacer cumplir las disposiciones legales,  en materia de producción, almacenamiento, porteo, distribución, venta y consumo de bebidas alcohólicas;
c) Que no es óbice para la legalidad de la resolución impugnada, que en el acta de inspección interviniera como testigo de asistencia una persona que trabaja para la Dirección General de Gobernación, ya que dicha persona no intervino como autoridad en el acta.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea el Actor en su escrito de demanda, se localizan de la foja 4 cuatro vuelta a la foja 7 siete (escrito inicial de demanda), y de la foja 78 setenta y ocho a la foja 80 ochenta (escrito de ampliación de demanda) del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se transcribe enseguida:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.- Contradicción de tesis 50/2010.”

SEXTO.- A juicio del suscrito Magistrado de esta Tercera Sala Unitaria, de los conceptos de impugnación planteados por la parte Actora, el marcado como primero de la ampliación de la demanda, resultó infundado, y por ende suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad de la resolución impugnada.

En el escrito de ampliación de demanda, en el primero de los conceptos de impugnación, la Parte Actora se duele esencialmente de que la orden de visita fue emitida en violación a los artículos 164 fracciones I, II, V y VI y 165 fracciones I y II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, así como el artículo 36 fracciones I y II de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, ya que no cuenta con fecha cierta de su emisión, al haberse reservado un espacio en blanco para la fecha de su expedición, mismo que fue llenado con posterioridad, o bien puesto después de que se imprimió dicha orden, ya que no corresponde al mismo tipo de letra, por consiguiente la sanción de multa impuesta a la Parte Actora, es ilegal ya que deviene de una acto viciado de origen;
Como se adelantó, este argumento resultó fundados acorde a las consideraciones que a continuación se exponen.
El artículo 36 fracción I de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, establece como requisito de la orden de visita, que se encuentren debidamente requisitada, sin dejar espacios en blanco, ni contener tachaduras, o enmendaduras, debiéndose expresar: a) El domicilio del establecimiento a inspeccionar; b) La fecha; c) El objeto de la visita; y d) La fundamentación y motivación debidas. A efecto de dar claridad a lo anterior, a continuación se transcribe el artículo en cita:
“ARTÍCULO 36. Las inspecciones que realicen las autoridades que gozan de tal atribución, según lo establecido por la presente Ley, a los establecimientos señalados en la misma, se sujetarán a las siguientes bases:

I. El inspector deberá contar con orden escrita, con nombre, cargo, y firma autógrafa de la autoridad competente que la expide; debidamente requisitada, sin dejar espacios en blanco, ni contener tachaduras, o enmendaduras; en la que se expresará el domicilio del establecimiento por inspeccionar; la fecha; el objeto de la visita; una debida fundamentación y motivación; (énfasis añadido)
II. Los inspectores deberán practicar la visita dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la expedición de la orden;

III. El inspector deberá identificarse debidamente con el titular de la licencia, su representante legal; el encargado del establecimiento; o con quien se encuentre atendiendo el mismo;

IV. El inspector levantará acta circunstanciada por triplicado, en formas foliadas, en la que constará:

a) Nombre y razón social del establecimiento.

b) Fecha y hora en que inicia y concluye la diligencia.

c) Domicilio del establecimiento en que se lleva a cabo la inspección.

d) Nombre y cargo de la persona con quien se entendió la diligencia.

e) Nombre y domicilio de dos testigos de asistencia que hayan estado presentes en el desarrollo de la inspección, propuestos por la persona con quien se atendió la diligencia, o en su negativa por el inspector.

f) Las firmas, del inspector, de la persona con quien se entendió la diligencia, si desea hacerlo, y de los dos testigos de asistencia.

g) Los hechos y circunstancias de la inspección;

V. El inspector comunicará al interesado, haciéndolo constar en el acta, que en caso de no estar de acuerdo con el resultado de la inspección, cuenta con cinco días hábiles para presentar ante la autoridad competente, las pruebas y alegatos que a su derecho convengan, y

VI. Uno de los tantos legibles del acta se entregará al interesado; otro quedará en poder de la autoridad calificadora; y el original se remitirá a la Secretaría General de Gobierno, o al ayuntamiento, en su caso.”
Por otra parte, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la Contradicción de Tesis número 45/2001, en la Tesis de Jurisprudencia de rubro: “ORDEN DE VISITA EN MATERIA FISCAL. LA NOTORIA DIFERENCIA ENTRE EL TIPO DE LETRA USADO EN SUS ASPECTOS GENÉRICOS Y EL UTILIZADO EN LOS DATOS ESPECÍFICOS RELACIONADOS CON EL VISITADO, PRUEBA LA VIOLACIÓN A LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL”; estableció la interpretación del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de que cuando en una orden de visita se hayan utilizado tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el visitado, vulnera los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica. A continuación se transcribe la Tesis de Jurisprudencia citada:

“ORDEN DE VISITA EN MATERIA FISCAL. LA NOTORIA DIFERENCIA ENTRE EL TIPO DE LETRA USADO EN SUS ASPECTOS GENÉRICOS Y EL UTILIZADO EN LOS DATOS ESPECÍFICOS RELACIONADOS CON EL VISITADO, PRUEBA LA VIOLACIÓN A LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.- La orden de visita que se dirija al gobernado a fin de verificar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, debe reunir los requisitos que establece el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los numerales 38 y 43 del Código Fiscal de la Federación, esto es, debe constar por escrito, ser firmada y emitida por autoridad competente, precisar el lugar o lugares que han de inspeccionarse, su objeto, los destinatarios de la orden o, en su caso, proporcionar datos suficientes que permitan su identificación, así como las personas que se encuentren facultadas para llevar a cabo la diligencia de que se trate; por tanto, resulta inconcuso que el hecho de que en una orden de visita se hayan utilizado tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el contribuyente, revela que no cumple los requisitos mencionados y sí, por el contrario, debe tenerse por probado que se transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica consagradas en el mencionado artículo 16, en cuanto a los requisitos que debe contener aquélla. Lo anterior deriva, por una parte, de que resulta lógico que si la autoridad competente dicta una orden de visita, tanto sus elementos genéricos como los específicos deben estar señalados con el mismo tipo de letra (manuscrita, de máquina de escribir o de computadora) y, por otra, de que tratándose de una garantía individual para el gobernado y siendo perfectamente factible que se cumpla con esto último, debe exigirse su pleno acatamiento y la demostración idónea de ello, y no propiciar que se emitan órdenes de visita que por sus características pudieran proceder, en cuanto a los datos vinculados con el contribuyente y con la visita concreta que deba realizarse, no de la autoridad competente, sino del funcionario ejecutor de la orden pero incompetente para emitirla.- Contradicción de tesis 45/2001-SS.- Segunda Sala.”

En ese sentido, de una interpretación conforme del artículo 36 fracción I de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, con el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; se obtiene que los requisitos exigidos en la disposición legal, tiene como finalidad la tutela de los derechos humanos de legalidad y seguridad jurídica, tutelado originariamente por la norma Constitucional, de ahí, que el uso de tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el domicilio del establecimiento visitado y la fecha de expedición de la orden de visita,  dicha circunstancia revela que no cumple los requisitos mencionados exigidos por la norma legal, y se traduce en una violación al derecho humano de legalidad y seguridad jurídica.
Ahora bien, en el caso que nos ocupa, de la documental n donde consta la orden de visita, visible en copia certificada a fojas 55 cincuenta y cinco y 56 cincuenta y seis del expediente en que se actúa; se advierte que dicha orden de visita de inspección consta en un formato pre-impreso con espacios en blanco para llenar los datos relativos al nombre y domicilio del establecimiento a inspeccionar, y la fecha de expedición de la orden de visita, así como que dichos datos fueron puestos con en letra manuscrita en el formato pre-impreso.
A las referida documental pública se le otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 388 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
Luego si en el caso que nos ocupa, está plenamente demostrado que la orden de visita e inspección, consta en un formato pre-impreso con espacios en blanco para ser llenados, y que estos fueron llenados con un tipo de letra manuscrita en sus elementos referentes al nombre y domicilio del establecimiento a inspeccionar, y la fecha de expedición de la orden de visita, a diferencia de sus elementos genéricos que se encuentran impresos en tipo de letra de computadora e impresora.
Luego entonces, es dable al suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria  la Sala concluir, que la orden de visita es inspección número  SGG/DGG-SA-OI-02-0495-2021, es contraria a los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica, tutelados por los artículos 36 fracción I de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
En consecuencia, el diverso acto impugnado consistente en el acta de visita de inspección número SGG/DGG-SA-AC-02-0495-2021, y la resolución de fecha 23 veintitrés de septiembre de 2021 dos mil veintiuno, resultan ilegales al ser fruto de un acto viciado. El criterio que adopta la Sala es concurrente con el sustentado en la Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcribe:

“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.- Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.- PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

Así las cosas, en la especie se actualizó la causa de ilegalidad prevista en el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en razón de que la orden de visita número SGG/DGG-SA-AC-02-0495-2021, se dictó en contravención a las disposiciones legales aplicables, concretamente los artículos 36 fracción I de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que produce la ilegalidad del SGG/DGG-SA-AC-02-0495-2021, y la resolución de fecha 23 veintitrés de septiembre de 2021 dos mil veintiuno, al tratarse del acto de inicio del procedimiento administrativo de verificación, por tratarse de un acto viciado de origen.
En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio del resto de los argumentos, al respecto, resulta aplicable la Tesis de Jurisprudencia que se transcribe enseguida:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ES INNECESARIO SU ESTUDIO, CUANDO LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA DE LA SENTENCIA RECLAMADA ES SUFICIENTE PARA REGIR SU SENTIDO. Si el tribunal responsable, para sustentar el sentido de la resolución reclamada, expresó diversas consideraciones, las cuales resultan autónomas o independientes entre sí y suficientes cada una de ellas para regir su sentido, la ineficacia de los conceptos de violación tocantes a evidenciar la ilegalidad de alguna de tales consideraciones, hace innecesario el estudio de los restantes, pues su examen en nada variaría el sentido de la resolución reclamada, ya que basta que quede firme alguna para que dicha consideración sustente por sí sola el sentido del fallo..-SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO..-”

En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente la resolución de fecha 23 veintitrés de septiembre de 2021 dos mil veintiuno, derivado de la Orden de Visita número SGG-DGG-SA-OI-02-0495-2021, y el Acta de Inspección número SGG-DGG-SA-AC-03-0495-2021; por lo que se declara su NULIDAD, y se le deja sin efecto legal alguno.
Con base en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, esta Sala le prevendrá, por el cumplimiento de la presente sentencia, o en su caso, le requerirá por la ejecución de la misma, con los apercibimientos legales que procedan.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, 250 fracción IV, 251, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente la resolución de fecha 23 veintitrés de septiembre de 2021 dos mil veintiuno, derivado de la Orden de Visita número SGG-DGG-SA-OI-02-0495-2021, y el Acta de Inspección número SGG-DGG-SA-AC-03-0495-2021; por lo que se declara su NULIDAD, y se le deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuesto en el Considerando Sexto de la presente Sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.

Así lo resolvió y firma el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola quien actúa con Secretario de Acuerdos licenciado Ismael Méndez Hernández que autoriza y da fe.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”
EL SUSCRITO SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA TERCERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA,  CERTIFICA: QUE LAS PRESENTES COPIAS FUERON SACADAS DE SUS ORIGINALES CON LAS CUALES CONCUERDAN EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES.

SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P.,  20 DE JUNIO DE DOS MIL VEINTIDÓS.

EL  SECRETARIO  DE ACUERDOS DE

LA TERCERA SALA UNITARIA  DEL TRIBUNAL ESTATAL  DE

JUSTICIA  ADMINISTRATIVA DEL  ESTADO

LICENCIADO ISMAEL MÉNDEZ HERNÁNDEZ.
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